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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

18739 Sala Primera. Sentencia 210/2000, de 18 de
septiembre de 2000. Recurso de amparo
532/96. Promovido por don Manuel Cuenca
Tendero respecto a las Sentencias de la
Audiencia Provincial de Madrid y del Juzgado
de Instrucción núm. 2 de Parla que le con-
denaron por una falta de lesiones. Vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva (in-
congruencia): Sentencia de apelación que no
da respuesta a la solicitud de prueba testifical
reiteradamente pedida por la defensa del
acusado.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente, don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar y don Fernando Garrido Falla,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 532/96, promovido
por don Manuel Cuena Tendero, representado por la
Procuradora de los Tribunales doña Marta Ruiz Roldán,
con la asistencia letrada de don Antonio Roqueñi Berro-
cal, contra la Sentencia dictada por la Sección Séptima
de la Audiencia Provincial de Madrid de 15 de diciembre
de 1995, en el recurso de apelación (rollo núm. 327/95)
formulado contra la Sentencia del Juzgado de Instrucción
núm. 2 de Parla, de 1 de agosto de 1995, en juicio
de faltas por lesiones. Ha intervenido el Ministerio Fiscal,
siendo Ponente el Magistrado don Pablo García Man-
zano, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
10 de febrero de 1996, la Procuradora de los Tribunales
doña Marta Ruiz Roldán, en nombre y representación
de don Manuel Cuena Tendero, interpuso recurso de
amparo contra la Sentencia de 15 de diciembre de 1995
de la Sección Séptima de la Audiencia Provincial de
Madrid, dictada en el rollo de apelación núm. 327/95,
en juicio de faltas por lesiones.

2. Los hechos en que se fundamenta la demanda
son, sucintamente expuestos, los que siguen:

a) Mediante Sentencia de 24 de enero de 1994,
el Juzgado de Instrucción núm. 2 de Parla condenó al
ahora demandante de amparo, en el juicio de faltas núm.
177/94, a la pena de tres días de arresto menor y a
indemnizar a la víctima en veinte mil pesetas en concepto

de responsabilidad civil, como autor de una falta de lesio-
nes del art. 582.1 del Código Penal (texto refundido
de 1973). Contra esta resolución interpuso recurso de
apelación en el que, entre otros extremos, alegó inde-
fensión, la lesión del derecho a utilizar los medios de
prueba y quiebra del principio acusatorio. Con fecha 30
de junio de 1995, la Sección Séptima de la Audiencia
Provincial de Madrid dictó Sentencia declarando la nuli-
dad de la resolución referida y, estimándolo parcialmen-
te, ordenó retrotraer las actuaciones «al momento inme-
diatamente anterior». La Audiencia argumentó que la
Sentencia anulada, además de ser incongruente, al no
contestar a las pretensiones del demandante, lesionaba
el derecho a motivar las resoluciones judiciales, pues
con claridad se observaba que la misma respondía a
un modelo formulario.

b) De acuerdo con lo ordenado por la Audiencia
Provincial, el 1 de agosto de 1995, el referido Juzgado
de Instrucción dictó nueva Sentencia con el mismo fallo
condenatorio que la anterior. Frente a esta resolución,
también formuló el actor recurso de apelación, en el
que, entre otras consideraciones, adujo lo siguiente: 1)
que la Sentencia adolecía de la misma falta de moti-
vación que la anteriormente anulada; 2) lesión del art.
24.2 C.E., ya que en la vista oral se le denegó una prueba
testifical que era absolutamente pertinente, dadas las
contradicciones existentes entre las declaraciones de las
partes; y 3) desconocimiento del principio de presunción
de inocencia, ya que el órgano judicial dio mayor validez
a la declaración de los denunciantes.

c) Por Sentencia de 15 de diciembre de 1995, la
Sección Séptima de la Audiencia Provincial de Madrid
desestimó el recurso de apelación y, en consecuencia,
confirmó la resolución apelada en todas sus partes, decla-
rando de oficio las costas de la apelación.

3. En la demanda se denuncia, en primer término,
la lesión del derecho a la tutela judicial efectiva, en cuan-
to que no se ha respetado el principio acusatorio, y por-
que las Sentencias recurridas no resultan suficientemen-
te motivadas; en especial, se subraya que la dictada por
la Audiencia Provincial no da respuesta a lo formulado
en el recurso de apelación, incurriendo en incongruencia.
Aduce, asimismo, la conculcación del derecho a un pro-
ceso con todas las garantías, insistiendo en la quiebra
del principio acusatorio, al no haber coadyuvado el Minis-
terio Fiscal al solicitante de amparo en el ejercicio de
las acciones penales. De otro lado, sostiene que se vul-
neró su derecho a utilizar los medios de prueba, ya que
se le denegó una testifical que era claramente pertinente.
Y, por último, entiende violado el derecho a la presunción
de inocencia, toda vez que el órgano judicial dio mayor
validez a la declaración de la denunciante y madre del
menor lesionado.

Por todo ello, el actor solicita de este Tribunal que
se declare la vulneración de los derechos señalados, «or-
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denando que se retrotraigan las actuaciones a la fase
probatoria para que sean admitidas las testificales pro-
puestas, pudiendo posteriormente el Ministerio Fiscal
ejercitar la acción pública por primera vez en el proceso».
Por otrosí, se solicitó la suspensión de la ejecución de
la Sentencia recurrida.

4. Por providencia de 30 de septiembre de 1996,
la Sección Segunda de este Tribunal acordó admitir a
trámite la demanda de amparo, sin perjuicio de lo que
resulte de los antecedentes, y, a tenor de lo dispuesto
en el art. 51 LOTC, requerir a la Audiencia Provincial
de Madrid y al Juzgado de Instrucción núm. 2 de Parla
para que remitieran testimonio del rollo de apelación
núm. 327/95 y del juicio de faltas núm. 177/94, res-
pectivamente, interesando el emplazamiento de quienes
fueron parte en el procedimiento, con excepción del
recurrente, para su posible comparecencia en el presente
proceso constitucional. Asimismo, se ordenó formar la
correspondiente pieza separada de suspensión.

5. El 18 de octubre de 1996, doña Alicia Cid Ber-
bejal, denunciante y madre del menor víctima de la falta
de lesiones por la que el actor fue condenado, dirigió
escrito a este Tribunal solicitando el nombramiento de
Abogado y Procurador del turno de oficio, al objeto de
oponerse a la demanda de amparo. Por providencia de
la Sección Segunda de este Tribunal de 28 de octubre
de 1996 se le concedió un plazo de diez días para com-
parecer con el Abogado y Procurador que la hubiera
representado en la vía judicial previa, o acreditar haber
solicitado la designación a la Comisión de Asistencia
Jurídica Gratuita.

6. Por Auto de 11 de noviembre de 1996, la Sala
Primera de este Tribunal acordó la suspensión de la Sen-
tencia impugnada, únicamente en lo relativo a la impo-
sición de la pena de tres días de arresto menor.

7. Recibidos los pertinentes despachos del Colegio
de Abogados de Madrid y de la Comisión Territorial de
Asistencia Jurídica Gratuita, denegando la solicitud de
la señora Cid Berbejal, por providencia de la Sección
de 28 de abril de 1997, se le concedió un plazo de
diez días para comparecer ante este Tribunal con Abo-
gado y Procurador a su cargo, advirtiéndole de que, trans-
currido el plazo concedido sin haberse recibido dichos
nombramientos, no se le tendría por comparecida en
el presente recurso de amparo.

8. Por providencia de 9 de junio de 1997, la Sección
Segunda acordó no tener por personada en el presente
recurso de amparo a doña Alicia Cid Berbejal, al haber
transcurrido con exceso el plazo concedido sin que se
hubiera recibido escrito de la misma. Asimismo, acordó
dar vista de las actuaciones remitidas por los órganos
judiciales, por un plazo común de veinte días, al Minis-
terio Fiscal y al solicitante de amparo para que pudieran
presentar las alegaciones que a su derecho convinieran.

9. La representación procesal del recurrente, en
escrito registrado el 28 de junio de 1997, viene a reiterar
las alegaciones ya formuladas en la demanda de amparo,
insistiendo en la vulneración de los derechos denuncia-
dos en la misma.

10. El Fiscal, en su escrito de alegaciones presen-
tado el 1 de julio de 1997, interesa la desestimación
del recurso de amparo. Señala al respecto que deben
hacerse dos precisiones antes de valorar el fundamento
de las alegaciones del recurrente. Es la primera, que,
naturalmente, parte el Ministerio público de la vigencia
del principio acusatorio y de todas las garantías pro-
cesales que configura el art. 24 C.E., en el juicio de
faltas. Así lo ha declarado este Tribunal con insistencia,
entre otras, en las SSTC 240/1988, 53/1989 y

358/1993. Asimismo, señala que la vigencia de tales
garantías debe matizarse con ciertas modulaciones cuan-
do del juicio de faltas se trata, por razón de sus carac-
terísticas específicas: simplicidad, concentración, orali-
dad y rapidez. Así lo declaran, entre otras, las SSTC
211/1993 y 56/1994. La segunda precisión, va referida
a que no entrará el Fiscal, observando rigurosamente
la prohibición que establece el art. 44.1 b) LOTC, en
las consideraciones que insistentemente hace el
recurrente en la demanda, respecto de lo que considera
irregularidades en la valoración de la prueba practicada.
Así debe procederse según reiterada doctrina de este
Tribunal (AATC 333/1987, 792/1984, 206/1992).

Entrando ya en el fondo del asunto, señala que el
motivo primero del recurso, bajo la invocación del dere-
cho a la tutela judicial efectiva, gravita sobre la inad-
misión, que se tilda de injustificada, de determinada prue-
ba testifical propuesta por el demandante. Examinada
el acta de la vista oral, no consta en ella que se propusiera
la prueba a que se alude en la forma que establece
el art. 969 L.E.Crim., ni figura la denegación que el órgano
jurisdiccional acordase. Sí parece advertirse —no obs-
tante, la extraordinaria dificultad de su lectura— una refe-
rencia a la protesta que formulara el Letrado, siquiera
no consta en relación con qué causa. Partiendo, pues,
de la doctrina reiterada de este Tribunal —SSTC
307/1993 y 276/1993, entre otras—, según la cual las
incidencias que puedan producirse en la vista oral del
juicio de faltas han de constar en el acta levantada por
el Secretario en cumplimiento de lo que dispone el art.
972 L.E.Crim., no resulta posible valorar la pretendida
denegación arbitraria de prueba por absoluta falta de
elementos de juicio, según la propia acta.

En el mismo alegato, formula el recurrente otras que-
jas que no argumenta debidamente, por lo que parecen
más bien expresiones retóricas o de apoyo a su alegación
principal. En cualquier caso, la pretendida falta de moti-
vación no es fundada, por cuanto la Sentencia dictada
por el Juzgado de Instrucción de Parla que suplía tal
defecto, que sí existió en la anulada, aunque escueta,
es bastante a la luz de la doctrina jurisprudencial men-
cionada; tampoco es trascendente la tacha de incon-
sistencia que se hace respecto del fallo y vendría a coin-
cidir con la falta de motivación aludida y, por último,
no concreta el recurrente en qué consistió la indefensión
material a que alude.

Prosigue el Fiscal señalando que el motivo segundo
de amparo se centra en la pretendida vulneración del
principio acusatorio, queja que estaría mejor formulada
desde la invocación del art. 24.1 y 2 C.E., como ha decla-
rado el Tribunal. Pero no lo estima así el Fiscal. Parece
que el recurrente entiende que se vulnera el principio
acusatorio porque el Fiscal no acusó a quien él pretendía
que se acusara. Basta la consulta del acta de la vista
oral para advertir que el Ministerio Fiscal formalizó acu-
sación en el acto de la vista contra el que resultó con-
denado, y por la falta de lesiones por la que efectiva-
mente lo fue. Si no acusó a otra persona es porque,
a la vista del resultado de las pruebas practicadas —y
cualquiera que sea la valoración que de ello haga el
recurrente—, no resultaron razones de fundamento para
ello. Téngase en cuenta, en fin, por si este extremo hubie-
ra provocado un error en el recurrente, que la Sala de
apelación en su Sentencia de 30 de junio de 1995, tras
declarar la nulidad de la Sentencia apelada, repuso las
actuaciones al momento inmediatamente anterior a su
pronunciamiento con el fin de que fuera dictada otra
«razonadamente», pero no ordenó la repetición del juicio.
Por lo expuesto, el Fiscal interesa de la Sala, de con-
formidad con lo que dispone el art. 53, apartado b) LOTC,
la desestimación del recurso de amparo.
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11. Por providencia de 15 de septiembre de 2000,
se señaló el día 18 del mismo mes y año para la deli-
beración y votación de la presente Sentencia.

II. Fundamentos jurídicos

1. En el presente recurso de amparo alega el deman-
dante que la Sentencia de la Audiencia Provincial de
Madrid (Sección Séptima), de 15 de diciembre de 1995,
ha vulnerado los derechos fundamentales a una tutela
judicial efectiva sin indefensión, por quiebra del principio
acusatorio, así como por incurrir en falta de motivación
e incongruencia, lo que, a su vez, habría repercutido
en su derecho a utilizar los medios pertinentes de prueba
y a la presunción de inocencia.

Aunque el recurrente en amparo estructura su recurso
en dos «motivos» bajo la invocación del art. 24 de nuestra
Constitución, no siendo fácil precisar, como señala el
Ministerio Fiscal, el contenido autónomo de cada una
de las concretas quejas formuladas, procede en un orden
lógico examinar, en primer lugar, las vulneraciones de
derechos fundamentales de carácter procesal, puesto
que su eventual estimación supondría dejar imprejuz-
gadas el resto de las quejas sobre las que se articula
la demanda de amparo.

2. Desde esta perspectiva debemos analizar, en pri-
mer lugar, la aducida vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva por carecer la Sentencia de la Audiencia
de un mínimo de motivación, y adolecer de una incon-
gruencia omisiva causante de indefensión.

Comenzando por la alegada falta de motivación de
la Sentencia y, en particular, por su pretendida adap-
tación a un modelo estereotipado, interesa reiterar que
aunque su utilización es siempre desaconsejable por ser
eventualmente contraria al derecho a la tutela judicial
efectiva, no por ello implica necesariamente una falta
o insuficiencia de la motivación (SSTC 184/1988, de
13 de octubre, 125/1989, de 12 de julio, 74/1990,
de 23 de abril, 169/1996, de 29 de octubre, 39/1997,
de 27 de febrero, y ATC 73/1996, de 25 de marzo),
debiendo analizarse el caso concreto para determinar
si la respuesta judicial ofrecida se ajusta a las exigencias
derivadas del art. 24.1 de la Constitución. Del mismo
modo, es doctrina constante de este Tribunal que la
exigencia constitucional de motivación no obliga a un
razonamiento exhaustivo y pormenorizado de todos los
aspectos y perspectivas que tengan las partes de la cues-
tión que se decide, siendo suficiente, desde el prisma
del art. 24.1 C.E., que las resoluciones judiciales vengan
apoyadas en razones que permitan conocer cuáles han
sido los criterios jurídicos esenciales fundamentadores
de la decisión, es decir, la ratio decidendi qua ha deter-
minado aquélla (SSTC 14/1991, de 28 de enero,
28/1994, de 27 de enero, 153/1995, de 24 de noviem-
bre, 32/1996, de 27 de febrero, 66/1996, de 16 de
abril, 128/1996, de 9 de julio, 39/1997, de 27 de febre-
ro, y 69/1998, de 30 de marzo, entre otras).

En el caso presente, la escueta redacción de la Sen-
tencia no impide conocer las razones por las que la
Audiencia Provincial desestimó el recurso de apelación,
pues expresamente confirma los hechos declarados pro-
bados por la Sentencia de instancia y declara ajustada
a Derecho su calificación jurídica, así como los motivos
por los que no podía atribuirse a una de las personas
implicadas su participación como autor de los hechos.
Desde esta perspectiva, es claro que la resolución judicial
impugnada ofreció una respuesta suficiente, sin que la
parca redacción de la misma haya dejado al hoy deman-
dante de amparo en una situación de indefensión mate-
rial proscrita por el art. 24.2 C.E.

3. Cuestión distinta, aunque también vinculada con
la respuesta judicial ofrecida al demandante de amparo,

es la relativa a la eventual incongruencia omisiva o ex
silentio que también se atribuye a la Sentencia de ape-
lación. En efecto, como se recuerda en la STC 132/1999,
de 15 de julio, FJ 4, es doctrina reiterada de este Tribunal,
desde su STC 20/1982 (FJ 2) que, si bien es cierto
que la ausencia de respuesta expresa a las cuestiones
suscitadas por las partes puede generar la vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva, sin embargo,
no todos los supuestos «son susceptibles de una solución
unívoca, debiendo ponderarse las circunstancias con-
currentes en cada caso» para determinar si el silencio
de la resolución judicial constituye una auténtica lesión
del art. 24.1 C.E., o si, por el contrario, «puede razo-
nablemente interpretarse como una desestimación tácita
que satisfaga las exigencias del derecho a la tutela judi-
cial efectiva» (SSTC 175/1990, de 12 de noviembre,
FJ 2; 88/1992, de 8 de junio, FJ 2; 26/1997, de 11
de febrero, FJ 4; 83/1998, de 20 de abril, FJ 3, entre
otras muchas).

A estos efectos, ha de diferenciarse entre las ale-
gaciones aducidas por las partes para fundamentar sus
pretensiones y las pretensiones en sí mismas conside-
radas; de manera que, si bien respecto de las primeras
no sería necesaria una contestación explícita y porme-
norizada a todas y cada una de ellas, siendo suficiente,
en atención a las circunstancias particulares del caso,
una respuesta «global y genérica, aunque se omita res-
pecto de alegaciones concretas no sustanciales», la exi-
gencia de congruencia, referida a la pretensión misma,
es más rigurosa. Pues, en este caso, para poder apreciar
la existencia de una respuesta tácita y una mera omisión
sin trascendencia constitucional es necesario «que del
conjunto de los razonamientos contenidos en la reso-
lución pueda deducirse razonablemente no sólo que el
órgano judicial ha valorado la pretensión deducida, sino
además, los motivos fundamentadores de la respuesta
tácita» (SSTC 26/1997, de 11 de febrero, FJ 4;
129/1998, de 16 de junio, FJ 5; 136/1998, de 29
de junio, FJ 2; 181/1998, de 17 de septiembre, FJ 9;
15/1999, de 22 de febrero, FJ 2; 74/1999, de 26 de
abril, FJ 2, y 94/1999, de 31 de mayo, FJ 2, entre
las más recientes).

De otra parte, para que la queja fundada en incon-
gruencia omisiva prospere se hace preciso la consta-
tación del «efectivo planteamiento de la cuestión cuyo
conocimiento y decisión se afirma eludido por el Tri-
bunal», como declaran las SSTC 172/1997, de 14 de
octubre, FJ 6, 129/1998, de 16 de junio, FJ 5, y
94/1999, de 31 de mayo, FJ 2. Por último, la estimación
de la vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva
sin indefensión requiere, en todo caso, la constatación
de que la incongruencia omisiva causó indefensión mate-
rial en el sentido de un efectivo perjuicio de los derechos
de defensa del afectado (SSTC 369/1993, de 13 de
diciembre, FJ 4; 91/1995, de 19 de junio, FJ 4;
56/1996, de 4 de abril, FJ 4; 172/1997, de 14 de
octubre, FJ 6, y 193/1999, de 25 de octubre, FJ 4).

4. Pues bien, en el presente caso y a la luz de la
doctrina expuesta, no cabe negar que se ha producido
la incongruencia omisiva denunciada. Basta la lectura
de la Sentencia de la Audiencia Provincial (fundamento
de Derecho «primero» y único) para comprobar que, efec-
tivamente, no se ha dado respuesta a la expresa pre-
tensión del actor de que se proveyese a la realización
de la prueba testifical repetidamente solicitada.

Es cierto, como ha subrayado el Ministerio Fiscal en
su escrito de alegaciones, que no existe constancia de
que la solicitud de prueba testifical (testigos de descargo
del acusado), se formulase formalmente de manera pre-
cisa y adecuada; sin embargo, no es menos cierto que
el examen del acta del juicio oral permite constatar que
el Abogado del recurrente hizo constar en ella su expresa
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protesta por no haberse practicado la prueba testifical
propuesta, invocando la vulneración del citado derecho
fundamental tan pronto tuvo ocasión para ello. Por otra
parte, en el recurso de apelación se adujo expresamente,
como uno de los motivos que fundaban la interposición
del mismo, el arbitrario rechazo de la prueba testifical
propuesta, que se consideraba imprescindible para deter-
minar la veracidad de los declaraciones contradictorias
de las partes y, por ende, el resultado mismo del proceso
penal. De hecho, en el suplico del recurso se interesaba
que, estimándose la apelación, se retrotrajese «el pro-
cedimiento a la fase de prueba para que se practiquen
las testificales propuestas».

Es patente que la Sentencia de apelación no ofreció
respuesta alguna a dicha pretensión, ni en dicha reso-
lución jurisdiccional puede hallarse referencia indirecta
a la cuestión planteada que, por su naturaleza y con-
tenido, pudiera resultar decisiva en términos de defensa.
Obviamente no corresponde a este Tribunal pronunciar-
se sobre la pertinencia o no de la prueba propuesta
ni, mucho menos, sobre su incidencia en el resultado
del proceso. Desde la perspectiva del derecho funda-
mental invocado, basta con comprobar que existe una
omisión de respuesta por parte del órgano judicial sobre
la primera y principal pretensión sobre la que se sus-
tentaba la interposición del recurso de apelación, que
no puede entenderse como «una desestimación tácita,
hipótesis que satisfaría las exigencias del derecho a la
tutela judicial efectiva» (STC 100/2000, de 10 de abril,
FJ 4) para, con arreglo a la doctrina constitucional ante-
riormente expuesta, estimar vulnerado el derecho a una
tutela judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 C.E.).
La Sentencia impugnada no dio respuesta explícita a
ese fundamental motivo del recurso, ni la desestimación
tácita de la misma puede deducirse razonablemente del
conjunto de la resolución, dado que ésta se limitó exclu-
sivamente a rechazar el segundo de los motivos de la
apelación, relativo a la solicitud de condena de otra de
las personas intervinientes en los hechos.

5. La estimación de la demanda con base en la indi-
cada vulneración constitucional, hace innecesario el aná-
lisis de las restantes quejas que vertebran la presente
demanda de amparo, puesto que, como consecuencia
del otorgamiento del amparo solicitado, procede anular
la Sentencia dictada en apelación para que por la Audien-
cia Provincial se dicte una nueva en la que se ofrezca
cumplida respuesta a todas las pretensiones en su día
formuladas en el recurso de apelación.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

1.o Reconocer el derecho del demandante a la tutela
judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 C.E.).

2.o Anular la Sentencia de la Sección Séptima de
la Audiencia Provincial de Madrid de 15 de diciembre
de 1995 (rollo de apelación núm. 327/95) a fin de que,
con retroacción de las actuaciones al momento procesal
inmediato anterior a aquél en que fue pronunciada, se
dicte nueva Sentencia en la que se dé respuesta explícita
a todas las pretensiones formuladas en el recurso de
apelación.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Madrid, a dieciocho de septiembre de dos mil.—Pedro
Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pa-
blo García Manzano.—Pablo Cachón Villar.—Fernando
Garrido Falla.—Firmado y rubricado.

18740 Sala Primera. Sentencia 211/2000, de 18 de
septiembre de 2000. Recurso de amparo
1100/96. Promovido por don José Prieto
Jaén frente a la Sentencia de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía que deses-
timó su solicitud de ingresar en el Cuerpo de
Mutilados por enfermedad padecida durante
su servicio militar. Vulneración del derecho
a utilizar los medios de prueba pertinentes:
falta de práctica de una prueba pericial psi-
quiátrica determinante para acreditar las cir-
cunstancias de la enfermedad padecida por
el demandante.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente; don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar y don Fernando Garrido Falla,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1100/96 promovido
por don José Prieto Jaén, representado por el Procurador
don Luciano Rosch Nadal y defendido por el Abogado
don Salvador Calderón Capilla, contra la Sentencia de
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía, con sede en Sevilla,
de 11 de enero de 1996 (recurso núm. 4551/92) recaí-
da en recurso sobre declaración de inutilidad física en
el servicio militar. Han intervenido el Abogado del Estado
y el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente el Magistrado
don Pablo García Manzano, quien expresa el parecer
de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito de fecha 14 de marzo de 1996,
don José Prieto Jaén interpuso recurso de amparo cons-
titucional contra la Sentencia mencionada en el enca-
bezamiento, por vulneración de los arts. 24.1 y 24.2
C.E.

2. Los hechos de los que deriva la demanda de
amparo son los siguientes:

a) El recurrente se incorporó al servicio militar en
octubre del año 1978, siendo destinado a la Policía Mili-
tar. Al cabo de unos nueve meses se le presentaron
síntomas de neurosis, lo que provocó que el Tribunal
Médico Militar le declarase, en julio de 1979, excluido
temporal y posteriormente excluido total.

b) Una vez finalizado el período de servicio militar,
y ante la irreversibilidad de la enfermedad psíquica, en
el año 1987 el Sr. Prieto Jaén solicitó al Ministerio de
Defensa que le declarase inútil a efectos del ingreso
en el Cuerpo de Mutilados (con arreglo a la entonces
vigente Ley de 11 de marzo de 1976, luego sustituida,
a efectos de declaración de inutilidad, por el Real Decre-
to 1234/1990, de 11 de octubre, por el que se regula
la concesión de pensiones del régimen de clases pasivas
del Estado a quienes prestan el servicio militar y a los
alumnos de los centros docentes militares de formación).

c) Dentro del procedimiento de declaración de inu-
tilidad, el Tribunal Médico de la Región Militar Sur infor-
mó, en octubre de 1988, que no existía relación de causa
a efecto entre las circunstancias del servicio militar y
la enfermedad padecida. Por ello, el Director General
de Personal del Ministerio de Defensa resolvió, en


